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			Al socaire de un sistema económico que cuenta con estructuras nacionales e internacionales cada vez más complejas, en el que las transacciones económicas y financieras se ejecutan con sorprendente inmediatez y a escala mundial, han ido apareciendo nuevas formas de delincuencia económica y, sobre todo, se han perfeccionado los sistemas de ocultación de las conductas delictivas tradicionales. Hace años que los delincuentes se han dado cuenta de las ventajas que les aportan la globalización y la innovación tecnológica y han llegado a utilizar con maestría los circuitos por los que transitan sus beneficios, sirviéndose de diferentes mecanismos, de los más sencillos y, con frecuencia, más eficaces, a los más sofisticados, para impedir el descubrimiento de los delitos y ocultar las ganancias ilícitamente obtenidas.

			Decía el periodista y escritor uruguayo Eduardo Galeano que «la economía mundial es la más eficiente expresión del crimen organizado». Una afirmación en apariencia desmedida y que, sin embargo, resulta muy reveladora de una delincuencia que ha invadido la actual economía globalizada, limitando su eficacia y competitividad, y ha contaminado el sistema financiero, cuyos circuitos utiliza para disfrutar de los beneficios obtenidos. Así, puede asegurarse que en las últimas décadas la delincuencia económica se ha transformado en una economía de la transgresión o, incluso, como la denominan algunos autores, en una verdadera «economía del crimen», que se funde con la economía legal en la medida en que no hablamos ya de algo extraño al propio sistema financiero, sino de una parte indispensable del engranaje económico mundial, con una preocupante particularidad, y es que no se trata de procedimientos exclusivos o restringidos a grandes organizaciones. Los circuitos de la criminalidad están hoy al alcance de cualquier persona, mejor o peor formada: creación de sociedades instrumentales, celebración de contratos simulados, instrumentalización de contratos bancarios, préstamos, operaciones de inversión y desinversión en los mercados de valores mundiales, utilización de paraísos fiscales… servicios a disposición de cualquier persona y que serán convenientemente ofertados, siempre, claro está, que el interesado disponga de los fondos necesarios.

			Asimismo, resulta alarmante que en los últimos años la criminalidad organizada se haya visto atraída por la comisión de nuevos delitos económicos, especialmente los relacionados con el fraude fiscal a gran escala y con la corrupción, quizá porque presentan mayor sofisticación y —todavía y lamentablemente— menor reproche social que los tradicionalmente asociados con la delincuencia organizada (tráfico de drogas, de armas, de seres humanos o terrorismo) y porque las ganancias obtenidas se encuentran potencialmente más a resguardo de las acciones represivas penales que las procedentes de estos delitos. 

			Hablando de reproche social, me parece especialmente lúcida la reflexión de Fernández Steinko de que, como regla general, «cuanto más baja sea la tolerancia frente al delito y más eficaces los esfuerzos del Estado y de la opinión pública para combatirlo, más recursos tendrán que movilizar los delincuentes para cometerlas». En todo caso, la intolerancia ante la delincuencia económica organizada no se agota en este más que positivo efecto, sino que, especialmente respecto de los delitos de corrupción, trasciende lo estrictamente económico. Más allá del enriquecimiento de unos y el empobrecimiento de otros, la preocupación por la corrupción nace de la certeza de que con ella disminuye la confianza de los ciudadanos en unas instituciones que esta delincuencia pervierte poniendo a su servicio. Y cuando la corrupción alcanza dimensiones muy profundas en una sociedad acaba manifestándose a través de lo que algunos autores han denominado el «síndrome general de apatía y desafección políticas», que puede afectar negativamente a la calidad de la democracia produciendo una deslegitimación de sus instituciones y, por ende, del propio Estado de derecho. 

			Al estudio de esta nueva delincuencia económica es a lo que Fernández Steinko consagra esta magna y excelente obra, que aborda el fenómeno de lo que él denomina la «economía ilícita» en España desde un ambicioso enfoque multidisciplinar que le permite ir desentrañando los numerosos interrogantes que plantea la delincuencia económica en España.

			La obra parte de un exitoso intento de definir y clasificar los delitos económicos o, como los denomina el autor con más precisión, los «delitos con finalidad lucrativa», pues indaga también en las razones que mueven a las personas a delinquir, distinguiendo entre delincuentes «de cuello blanco» y «de cuello azul», procedente cada grupo de universos sociales distintos y ambientes delictivos diferenciados, pero con importantes interconexiones criminales. 

			Tras esta primera parte, Fernández Steinko explica con rigor cómo nace el dinero ilícito, las conductas que lo generan, la forma en que circula, el entorno social en que se incuba o los recursos de que disponen los delincuentes como paso previo para, en palabras del autor, «reconstruir el ecosistema de la economía criminal y descifrar el misterio del blanqueo». Este marco permite al autor ir ajustando cuentas con los distintos ilícitos económicos, desde la corrupción a la extorsión y los secuestros (de triste vigencia en la España que va de 1980 a 2010) pasando por las estafas, el narcotráfico, los robos y hurtos, la prostitución coactiva y el tráfico de armas. 

			Los beneficios obtenidos por la economía ilícita son, por su propia esencia, difícilmente cuantificables aunque se presumen, desde luego, inmensos, sobre todo, como ironiza Woody Allen, «teniendo en cuenta que estas organizaciones gastan muy poco en equipar oficinas». A esta titánica tarea de cuantificar las ganancias de la economía delictiva en sus múltiples facetas (tráfico de armas, prostitución, narcotráfico, estafas…) dedica el autor buena parte de sus esfuerzos y lo hace con una precisión y un rigor que difícilmente se encuentran en otros abordajes previos de esta cuestión, llegando a la conclusión de que más del 90 % de la renta ilícita española nace actualmente de doce conductas tipificadas en el Código Penal, seis de cuello blanco, a saber: la evasión fiscal punible, el desvío de subvenciones, la malversación, los delitos contra la ordenación del territorio, el pago de cohechos y las diferentes estafas; y otras seis de cuello azul: el narcotráfico, los grandes robos y hurtos, el contrabando de productos del tabaco, la prostitución coactiva y el tráfico de armas no declaradas.

			Fernández Steinko consagra la tercera parte de la obra a estudiar la circulación de activos, esto es, el problema que presenta el blanqueo de capitales. En esta parte, el autor, tras analizar someramente la trascendencia de algunas cuestiones sustantivas que plantea el delito de blanqueo de capitales en España, como el llamado «autoblanqueo» y la compatibilidad del delito de blanqueo con el delito fiscal, se adentra en la generación de los fondos ilícitos, su circulación, distinguiendo las peculiaridades que presenta el blanqueo según su diferente procedencia ilícita (malversación, cohecho, estafa, narcotráfico, contrabando, prostitución…) y su ulterior transformación. En este punto, Fernández Steinko emprende un minucioso análisis del consumo ilícito, tanto de dinero como de inversión en bienes de consumo duradero tales como inmuebles, joyas o vehículos y las inversiones en el sistema financiero, prestando especial atención al papel que desempeñan bancos y otras instituciones financieras en el proceso. La obra no se olvida de la organización delictiva del blanqueo, con un preciso estudio de las tramas delictivas, los vínculos entre sus integrantes o su funcionamiento y duración, deteniéndose en la identificación de la geografía criminal de este fenómeno delictivo que, como concluía el Consejo Europeo (Tampere, 1999), «está en el centro mismo de la delincuencia organizada y debe erradicarse allí donde se produzca».

			El trabajo que presenta el profesor Fernández Steinko se nutre de un amplísimo número de fuentes que incluye una extensa bibliografía, documentación judicial con los hechos probados de cientos de resoluciones judiciales, la consulta de innumerables bases de datos y entrevistas con un extenso número de personas involucradas de muy distinta forma en el fenómeno criminal económico, que incluye a inspectores de Hacienda, interventores, criminólogos, profesionales del derecho, cargos políticos y administrativos, empresarios, miembros de consejos de administración de instituciones financieras, vendedores, agentes inmobiliarios, periodistas y hasta delincuentes que han cumplido penas. Todo ello permite una descripción muy completa de los flujos ilícitos en todo el territorio español y termina por ofrecer una visión de conjunto que abre líneas de investigación para los criminólogos que en el futuro persigan hacer un seguimiento continuado y preciso de la evolución de la economía ilícita en nuestro país.

			Se trata, en suma, de un trabajo titánico que destila unos profundos conocimientos sobre una materia casi inabarcable y que revela incontables horas de estudio, investigación, análisis de datos y documentación, llamado a ser un referente de consulta en muy diversos planos, desde luego el económico, pero también el sociológico, el criminológico y hasta el sustantivo penal, y que destaca entre las numerosas propuestas doctrinales por compendiar el rigor dogmático con un indudable interés práctico, viniendo así esta ambiciosa y muy recomendable obra no solo a detectar un vacío bibliográfico, sino a colmarlo con creces.

		


		
			FINALIDAD Y AGRADECIMIENTOS

			La economía ilícita ha incursionado como una herida en la vida de los españoles. Los medios, los debates parlamentarios y el mundo editorial remiten a la sangre roja de la malversación, de la corrupción urbanística, de la financiación ilegal de partidos políticos o del blanqueo de capitales, una sangre que ha derribado gobiernos locales, regionales o incluso algún gobierno estatal. La literatura y el cine exploran el filón comercial de las «inmensas fortunas del narcotráfico» o de las «organizaciones criminales» dedicadas al tráfico de personas con fines de explotación sexual. Y los grandes delincuentes fiscales ocultan sus fortunas ilícitas fuera del país sin llamar la atención en momentos de apremiante necesidad de recursos públicos para abordar las consecuencias de la crisis de 2008 primero, y de la pandemia de la covid-19 después. 

			La luz natural apenas penetra en el mundo de la delincuencia económica, un mundo habitado por la doble moral, la inconfesión y la palabra falseada que se resiste a su exploración racional. La confusión entre realidad e interpretación, entre conocimiento e intuición, entre lo que es y lo que podría o debería ser, entre ficción y realidad proliferan como malas hierbas, como si no pasara nada, como si estuviéramos hablando de literatura antes que de realidades como puños y con graves consecuencias para la creación de un orden civilizado. Lo que tiene el lector entre sus manos no es un relato más o una nueva sucesión de hipótesis encadenadas. Se trata de una reconstrucción de los procesos de generación de activos ilícitos en España y de su andadura por el cosmos de su sistema económico y social utilizando fuentes primarias: casi medio millar de «hechos probados» en sentencias judiciales, así como más de cien entrevistas directas (véanse los apéndices I y II en www.ucm.es/afsteinko), a lo que se suma una vasta bibliografía que ha pasado el filtro de investigadores solventes. La mayor parte de los entrevistados no podían ser los autores del relato vigente, pues de lo que se trataba era justamente de contrastarlo con la realidad. Así pues, son toda clase de actores —desde ex-delincuentes hasta secretarios judiciales y juristas, desde empresarios, técnicos y cargos políticos hasta miembros de organizaciones no gubernamentales, desde dependientes hasta camareros— que, muchas veces sin saberlo, son quienes han estado más cerca de los manantiales por los que brotan los activos ilícitos y de las torrenteras por las que estos circulan o son «blanqueados». 

			Una economía ilícita no es un fenómeno exclusivamente económico o criminológico, sino que también tiene un fuerte componente jurídico-doctrinario y grandes dosis de sociología, de psicología y de historia social y política. Además, obliga a hablar mucho de números, pues, como se ha vuelto a demostrar con la pandemia de la covid-19, no es posible dimensionar y abordar la solución de un problema sin algún tipo de cuantificación. Aunque si se habla de números hay que advertir tres cosas: en primer lugar, que las cifras propuestas son, casi todas, provisionales, un primer paso que pretende invitar a la realización de investigaciones adicionales que conduzcan a cálculos renovados. Esto no puede ser de otra forma dada la vocación científica de este trabajo y  más si se tiene en cuenta que el de la ilegalidad es un espacio en constante mutación y extremadamente difícil de explorar en lo cuantitativo. Lo que se ofrece aquí, más que unos datos definitivos, es un esqueleto coherente sobre el que ir colgando nuevos hallazgos, cálculos y conclusiones. En segundo lugar hay que advertir que los números no solo son puntos de llegada, sino también apoyaturas metodológicas para diseccionar realidades muy fluidas y plagadas de imprecisiones conceptuales y «síntesis creativas», pero que se pueden abordar mucho mejor recurriendo también —aunque no solo— al bisturí de las matemáticas. Y finalmente, que antes de empezar a contar hay que definir la unidad, saber qué es lo que se está cuantificando exactamente, lo cual obliga a organizar un intenso intercambio entre números, conductas y cosas, incluidas sus respectivas historias y genealogías. Cuando se pretende dar una visión coherente y de conjunto, como en este caso, se acumula inevitablemente una cantidad considerable de material. Su volumen es tal que no tiene cabida íntegra en papel sin que la publicación engorde en exceso haciendo imposible la agilidad con la que las editoras y yo pretendemos que estas páginas se muevan por las sociedades española y latinoamericana. La solución que hemos encontrado es colgar una parte de dicho material —los cálculos detallados para llegar a las cifras, las tablas, los ejemplos y una serie de comentarios adicionales importantes— en www.ucm.es/afsteinko. Es un material de libre acceso que amplía en un 50 % la información contenida en estas páginas y se puede leer de forma independiente, aunque solo se puede llegar a comprender plenamente a partir del relato nuclear vertido en el libro. 

			Lo que desde luego no va a encontrar aquí el lector son alusiones a partidos políticos o a personajes que sigan vivos, y si en algún caso no es así, es porque ha sido técnicamente imposible identificarlos de otra manera. El centro de la argumentación lo constituyen los «casos» o «tramas» codificados con su número de sentencia (por ejemplo, AN 67/2017), y cuando es necesario hacer alusión a imputados individuales intentamos siempre referirnos a ellos de forma genérica como «político autonómico» o «gran narcotraficante radicado en Madrid». El objetivo de un trabajo como este no es denunciar o hacer visibles a determinados personajes, instituciones o incluso casos individuales, sino explorar los fenómenos delictivos de forma agregada con el fin de intentar destilar sus causas, su distribución geográfica o el perfil sociológico antes que individual de sus grandes y pequeños protagonistas. Con ello no solo queremos proponer un modo más estructural de abordar los fenómenos delictivos con el fin de conocerlos y aislarlos mejor: queremos quitarle inquina al enfrentamiento político-partidario que hoy impide arrostrar los problemas del país y sus posibles soluciones de manera racional, sistemática y consensuable. De la misma forma que la sociedad española tiene derecho a que la pandemia de la covid-19 sea abordada a partir de la información que aporta el conocimiento científico y la deliberación racional, también tiene derecho a tener una visión lo más ilustrada y libre de mezquindades posible de su parte más oculta e inconfesable. Invitamos al lector a que haga un recorrido por sus catacumbas confrontándola con su compleja realidad social, una invitación que viene de la mano de una propuesta de regeneración moral y normativa. No es posible hacerlo mirando a través del prisma enturbiado de la pequeña política de partidos que estrecha los horizontes y bloquea la conformación de los grandes consensos que requiere esta clase de iniciativas. 

			La fuerte carga normativa de los temas, la falta de consistencia de las fuentes disponibles y la abundancia de relatos penales y de «enemigos apropiados» estuvieron a punto de hacer naufragar este trabajo nada más soltar amarras. Fue el catedrático de Derecho Penal de la Universidad de Málaga, José Luis Díez Ripollés, quien lo salvó de estrellarse contra las rocas recomendándome el uso de los «hechos probados» en las sentencias judiciales como fuentes primarias. A partir de ese momento el proyecto empezó a navegar cada vez más seguro empujado por el velamen del programa Excel, en el que fuimos recogiendo, una a una, toda la información —económica, sociológica, geográfica etc.— contenida en los hechos probados y que configuraría el esqueleto de este collage de la economía ilícita española: a José Luis va dirigido, por ello, el primero de mis agradecimientos. 

			El segundo va dirigido a las casi 130 personas entrevistadas. Dadas las características del objeto investigado, muchas de ellas prefieren permanecer en el anonimato, pero sin la paciencia y la generosidad con la que contestaron a mis incisivas preguntas, correos electrónicos y llamadas telefónicas, el resultado habría sido otro muy distinto. Mi tercer agradecimiento va para los profesores Peter Reuter, Mike Levi, Letizia Paoli y Nikos Passas. Sus trabajos me desvelaron la extraordinaria solidez de una criminología que se abre camino a pesar de todo en la manigua de las interferencias normativas y discursivas que plagan el ambiente. A pesar de sus trabajos y el de otros investigadores, la criminología sigue siendo considerada injustamente una segundona que tiene que pedir permiso para ir al baño. El rigor y la riqueza de la obra de estos autores, y de muchos otros, sus aportaciones desde el ámbito de la economía, la sociología o las ciencias de la cultura la empujan a hacerse mayor demostrando lo mucho que se puede avanzar en el conocimiento del universo del delito. Mi cuarto agradecimiento va dirigido al personal de la biblioteca de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociología de la Universidad Complutense de Madrid, que me proporcionó todos y cada uno de los libros, referencias y artículos que fui pidiendo a lo largo de los años, muchos de los cuales tuvieron que hacer un largo viaje desde bibliotecas de todo el mundo hasta mi anhelante escritorio. Siempre llegaban bien y más pronto que tarde, lo cual me permitió seguir cavando en los linderos del conocimiento y de la duda de la mano de estas bibliotecarias, pues son ellas las que me proporcionaron los aperos requeridos para hacerlo. Mis amigos y colegas Maria Böhm y Pablo Galain estuvieron en los primeros años de esta larga andadura, cuando compartimos las laberínticas bibliotecas del ahora llamado «Instituto Max Planck para la Investigación de la Criminalidad, la Seguridad y el Derecho» ubicado en Friburgo (Alemania). Me transmitieron la alegría y el gozo de la ciencia, de la discusión y del estudio de un campo que por aquel entonces aún me resultaba bastante ajeno, así como su infatigable entusiasmo en la organización de encuentros, congresos, cursos y coloquios en Europa y América Latina. También ellos fueron importantes para la navegación de este proyecto porque me permitieron familiarizarme más rápidamente con algunas de las grandes discusiones penales y criminológicas del momento facilitando un avance menos titubeante. 

			Y, por fin, mi agradecimiento a Isabel, que creó las condiciones prácticas y emocionales para que me pudiera dedicar durante más de diez años a «contar chorizos» en medio de un ambiente laboral adverso y con bastante más de 200 estudiantes universitarios que atender todos los años. La tranquilidad, el silencio y la regularidad que arroparon las interminables horas delante del ordenador después de agotadoras sesiones docentes, y que fueron esenciales para abordar una tarea de tan largo recorrido, habrían sido totalmente imposibles sin ella. 

			Madrid, noviembre de 2020 

		


		
			ABREVIATURAS

			Las abreviaturas listadas aquí solo se refieren a aquellas que no se especifican expresamente en la bibliografía (por ejemplo FATF por Financial Action Task Force). 

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							AAN

						
							
							Auto de la Audiencia Nacional

						
							
					

					
							
							ABS

						
							
							Asset-backed securities (Títulos respaldados por todo tipo de activos) 

						
							
					

					
							
							AEAT

						
							
							Agencia Estatal de Administración Tributaria

						
							
					

					
							
							AFS

						
							
							Armando Fernández Steinko 

						
							
					

					
							
							AIHE

						
							
							Asociación de Inspectores de Hacienda del Estado 

						
							
					

					
							
							AJ

						
							
							Auto judicial

						
							
					

					
							
							AMLR

						
							
							Anti-Money Laundering Regime (Régimen Internacional de Lucha contra el Blanqueo de Capitales) 

						
							
					

					
							
							AN

						
							
							Audiencia Nacional

						
							
					

					
							
							ANELA

						
							
							Asociación Nacional de Empresarios de Locales de Alterne

						
							
					

					
							
							AP

						
							
							Audiencia Provincial

						
							
					

					
							
							
							AP A  Audiencia Provincial de Alicante

						
					

					
							
							
							AP AC Audiencia Provincial de La Coruña

						


					
							
							
							AP AL  Audiencia Provincial de Almería

						


					
							
							
							AP AS  Audiencia Provincial de Asturias

						


					
							
							
							AP AV  Audiencia Provincial de Ávila

						


					
							
							
							AP BA  Audiencia Provincial de Badajoz

						


					
							
							
							AP B  Audiencia Provincial de Barcelona

						


					
							
							
							AP BI  Audiencia Provincial de Vizcaya

						


					
							
							
							AP BU  Audiencia Provincial de Burgos

						


					
							
							
							AP CA  Audiencia Provincial de Cantabria

						


					
							
							
							AP CO  Audiencia Provincial de Córdoba

						


					
							
							
							AP CR  Audiencia Provincial de Ciudad Real

						


					
							
							
							AP CU  Audiencia Provincial de Cuenca

						


					
							
							
							AP CZ  Audiencia Provincial de Cádiz

						


					
							
							
							AP GR  Audiencia Provincial de Granada

						


					
							
							
							AP GUI  Audiencia Provincial de Guipúzcoa

						


					
							
							
							AP HU  Audiencia Provincial de Huelva

						


					
							
							
							AP IB  Audiencia Provincial de las islas Baleares

						


					
							
							
							AP LP  Audiencia Provincial de Las Palmas

						


					
							
							
							AP LR  Audiencia Provincial de La Rioja

						


					
							
							
							AP M  Audiencia Provincial de Madrid

						


					
							
							
							AP MA  Audiencia Provincial de Málaga

						


					
							
							
							AP MU  Audiencia Provincial de Murcia

						


					
							
							
							AP PA  Audiencia Provincial de Palencia

						


					
							
							
							AP S  Audiencia Provincial de Sevilla

						


					
							
							
							AP SA  Audiencia Provincial de Salamanca

						


					
							
							
							AP ST  Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife

						


					
							
							
							AP TE  Audiencia Provincial de Teruel

						


					
							
							
							AP V  Audiencia Provincial de Valladolid

						


					
							
							
							AP Z  Audiencia Provincial de Zaragoza

						


					
							
							
							AP ZA  Audiencia Provincial de Zamora

						


					
							
							AT

						
							
							Agencia Tributaria

						
							
					

					
							
							ATS

						
							
							Auto del Tribunal Supremo

						
							
					

					
							
							BCE

						
							
							Banco Central Europeo

						
							
					

					
							
							BE

						
							
							Banco de España

						
							
					

					
							
							BEPS

						
							
							Base erosion and profit shifting (Movimiento de los beneficios empresariales de unas jurisdicciones destinado a manipular la base impositiva de los impuestos de sociedades)

						
							
					

					
							
							BIS

						
							
							Bank for International Settlements (Banco de Pagos Internacionales, con sede en Basilea)

						
							
					

					
							
							BRICS

						
							
							Grupo de países compuesto por grandes economías no pertenecientes a la OCDE (Brasil, Rusia, India, China y Sudáfrica)

						
							
					

					
							
							CA

						
							
							Comunidad Autónoma

						
							
					

					
							
							CAA

						
							
							Comandos Autónomos Anticapitalistas (grupo escindido de ETA)

						
							
					

					
							
							CAE

						
							
							Causa especial 

						
							
					

					
							
							CAM

						
							
							Comunidad Autónoma de Madrid

						
							
					

					
							
							CB

						
							
							Comunidad de bienes 

						
							
					

					
							
							CC

						
							
							Cuenta corriente

						
							
					

					
							
							CCAA

						
							
							Comunidades Autónomas

						
							
					

					
							
							CCBB

						
							
							Comunidades de bienes

						
							
					

					
							
							CCEE

						
							
							Comunidades Europeas

						
							
					

					
							
							CCiv

						
							
							Código Civil español 

						
							
					

					
							
							CCLL

						
							
							Corporaciones locales 

						
							
					

					
							
							CCOO

						
							
							Comisiones Obreras

						
							
					

					
							
							CCP

						
							
							Central Counterparties (contrapartes centrales, cámaras multilaterales de compensación que actúan como vendedoras para todos los compradores y como compradoras para todas los vendedores) 

						
							
					

					
							
							CD

						
							
							Congreso de los Diputados

						
							
					

					
							
							CDS

						
							
							Credit Default Swaps (canjes por impago de crédito, producto financiero creado para asegurar el riesgo de impago de créditos)

						
							
					

					
							
							CE

						
							
							Constitución Española de 1978

						
							
					

					
							
							CE

						
							
							Comisión Europea

						
							
					

					
							
							CECA

						
							
							Confederación Española de Cajas de Ahorros

						
							
					

					
							
							CEOE

						
							
							Confederación Española de Organizaciones Empresariales

						
							
					

					
							
							CGPJ

						
							
							Consejo General del Poder Judicial

						
							
					

					
							
							CNAE

						
							
							Clasificación Nacional de Actividades Económicas

						
							
					

					
							
							CNMC

						
							
							Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia

						
							
					

					
							
							CNMV

						
							
							Comisión Nacional del Mercado de Valores

						
							
					

					
							
							CON ESP

						
							
							Constitución Española

						
							
					

					
							
							covid

						
							
							Coronavirus disease

						
							
					

					
							
							CP

						
							
							Código Penal (español)

						
							
					

					
							
							CR

						
							
							Comisión Rogatoria

						
							
					

					
							
							CS

						
							
							Credit Suisse (Banco suizo especializado en gestión de grandes patrimonios [banca privada]) 

						
							
					

					
							
							CSIS

						
							
							Centro Studi Investimenti Sociali (Instituto italiano de investigación socioeconómica, creado en 1964)

						
							
					

					
							
							DEA

						
							
							Drug Enforcement Agency (Agencia estadounidense de lucha contra las drogas ilegales)

						
							
					

					
							
							DEFA

						
							
							Directiva Europea sobre Fiscalidad de los Ahorros que obliga a las personas físicas con residencia en países de la Unión Europea a declarar todo su patrimonio independientemente de donde esté registrado. 

						
							
					

					
							
							DDPP

						
							
							Diligencias Previas

						
							
					

					
							
							DOGC

						
							
							Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya  

						
							
					

					
							
							ECOFIN

						
							
							Consejo de Asuntos Económicos y Financieros de la Unión Europea 

						
							
					

					
							
							EI

						
							
							Estado Islámico

						
							
					

					
							
							EP

						
							
							Europa Press 

						
							
					

					
							
							ETA

						
							
							Euskadi ta Askatasuna

						
							
					

					
							
							ETVE

						
							
							Empresas de Tenencia de Valores Extranjeros

						
							
					

					
							
							FATCA

						
							
							Foreign Account Tax Compliance Act (Ley estadounidense que obliga a la declaración de activos situados en el extranjero)

						
							
					

					
							
							FATF

						
							
							Financial Action Task Force (nombre en inglés del GAFI)

						
							
					

					
							
							FGE

						
							
							Fiscalía General del Estado

						
							
					

					
							
							FIDAC

						
							
							Fondos Internacionales para las indemnizaciones de daños causados por hidrocarburos 

						
							
					

					
							
							FMI

						
							
							Fondo Monetario Internacional

						
							
					

					
							
							FPTE

						
							
							Falsificación de precios en las transacciones comerciales exteriores

						
							
					

					
							
							FRAP

						
							
							Frente Revolucionario Antifascista y Patriota

						
							
					

					
							
							FS

						
							
							Francos suizos

						
							
					

					
							
							FSI

						
							
							Financial Secrecy Index (Índice de Opacidad financiera)

						
							
					

					
							
							GAFI

						
							
							Grupo de Acción Financiera Internacional (acrónimo español del FATF)

						
							
					

					
							
							GESTHA

						
							
							Sindicato de Técnicos del Ministerio de Hacienda

						
							
					

					
							
							GRAPO

						
							
							Grupos de Resistencia Antifascista Primero de Octubre

						
							
					

					
							
							HNWI

						
							
							High-Net-Worth Individuals (Individuos con un patrimonio neto de entre 1 y 50 millones de dólares). 

						
							
					

					
							
							IAIC

						
							
							Instituto Andaluz Interuniversitario de Criminología

						
							
					

					
							
							IBC

						
							
							International Business Corporation (Sociedad internacional de negocios)

						
							
					

					
							
							ICIJ

						
							
							International Consortium of Investigative Journalists (Consorcio internacional de periodistas de investigación)

						
							
					

					
							
							ICO

						
							
							Instituto de Crédito Oficial

						
							
					

					
							
							IDEA

						
							
							Innovación y Desarrollo de Andalucía

						
							
					

					
							
							IEEPA

						
							
							International Emergency Economic Powers Act (Ley estadounidense que autoriza al Presidente a congelar activos y decretar el embargo de determinados países)

						
							
					

					
							
							IFA

						
							
							Instituto de Fomento de Andalucía

						
							
					

					
							
							IHE

						
							
							Inspectores de Hacienda del Estado

						
							
					

					
							
							IOC

						
							
							Índice de Opacidad Competitiva (es idéntico al FSI tal y como ha sido formulado por su autores del TJN en su versión de 2018)

						
							
					

					
							
							INCSR

						
							
							International Narcotics Control Strategy Report (informe de estrategia internacional de control de estupefacientes)

						
							
					

					
							
							INE

						
							
							Instituto Nacional de Estadística

						
							
					

					
							
							IVB

						
							
							Islas Vírgenes Británicas 

						
							
					

					
							
							JI

						
							
							Juzgado de Instrucción

						
							
					

					
							
							LO

						
							
							Ley Orgánica

						
							
					

					
							
							M-F

						
							
							También «Mossfon», por Mossack Fonseca (empresa de servicios de opacidad radicada en Panamá)

						
							
					

					
							
							MBS

						
							
							Mortgage-backed securities (títulos respaldados por hipotecas)

						
							
					

					
							
							MLNV

						
							
							Movimiento de Liberación Nacional Vasco

						
							
					

					
							
							MPCE

						
							
							Manipulación de los precios del comercio exterior 

						
							
					

					
							
							NA

						
							
							Nomenclatura arancelaria (reglamento 1031/2008 de la Comisión Europea)

						
							
					

					
							
							NIF

						
							
							Número de identificación fiscal

						
							
					

					
							
							NISAT

						
							
							Norwegian Initiative on Small Arms Transfers 

						
							
					

					
							
							NNUU

						
							
							Naciones Unidas

						
							
					

					
							
							OED

						
							
							Observatorio Español sobre Drogas

						
							
					

					
							
							OLAF

						
							
							Oficina Antifraude de la Unión Europea

						
							
					

					
							
							ONG

						
							
							Organización no gubernamental

						
							
					

					
							
							ONU

						
							
							Organización de Naciones Unidas

						
							
					

					
							
							PA

						
							
							Procedimiento abreviado

						
							
					

					
							
							PER

						
							
							Plan de Empleo Rural 

						
							
					

					
							
							PIB

						
							
							Producto Interior Bruto

						
							
					

					
							
							PPBB

						
							
							Países Bajos 

						
							
					

					
							
							PPT

						
							
							Productos procedentes del tabaco

						
							
					

					
							
							PYMES

						
							
							Pequeñas y medianas empresas 

						
							
					

					
							
							OCT

						
							
							Over the counter (se refiere a mercados no organizados ni realmente regulados en los que se negocian toda clase de productos financieros, sobre todo los de alto riesgo, como los derivados) 

						
							
					

					
							
							OMS

						
							
							Organización Mundial de la Salud

						
							
					

					
							
							QI

						
							
							Qualified Intermediary Program (programa estadounidense de colaboración fiscal con terceros países) 

						
							
					

					
							
							QJ

						
							
							Querella judicial

						
							
					

					
							
							RU

						
							
							Reino Unido

						
							
					

					
							
							SA

						
							
							Sociedad Anónima

						
							
					

					
							
							SAL

						
							
							Sociedad Anónima Laboral 

						
							
					

					
							
							SAS

						
							
							Small Arms Survey (proyecto de investigación independiente localizado en el Graduate Institute de Ginebra)

						
							
					

					
							
							SC

						
							
							Sociedad Cooperativa

						
							
					

					
							
							SEC

						
							
							Secretaría de Estado de Comercio (España) 

						
							
					

					
							
							SEPBLAC

						
							
							Servicio de Prevención del Blanqueo de Capitales, la sección española del FATF.

						
							
					

					
							
							SFI

						
							
							Special Financial Institutions (Instituciones financieras especiales)

						
							
					

					
							
							SICAV

						
							
							Sociedad de Inversión de Capital Variable

						
							
					

					
							
							SIPRI

						
							
							Stockholm International Peace Research Institute (Instituto Internacional para la Investigación de la Paz de Estocolmo)

						
							
					

					
							
							SL

						
							
							Sociedad de Responsabilidad Limitada

						
							
					

					
							
							SP

						
							
							Sumario Policial

						
							
					

					
							
							SPV

						
							
							Special Purpose Vehicles (sociedades vehiculares)

						
							
					

					
							
							SS

						
							
							Seguridad Social

						
							
					

					
							
							SU

						
							
							Sumario (código de tribunal)

						
							
					

					
							
							TC

						
							
							Tribunal Constitucional 

						
							
					

					
							
							TCE

						
							
							Tribunal de Cuentas Europeo

						
							
					

					
							
							TI

						
							
							Transparencia Internacional (organización destinada a cuantificar la percepción de la corrupción y la transparencia en el sector público)

						
							
					

					
							
							TIC

						
							
							Tecnologías de la Información y la Comunicación

						
							
					

					
							
							TJN

						
							
							Tax Justice Network (Red de Justicia Fiscal, ONG con sede en Reino Unido implicada en la lucha por la justicia fiscal)

						
							
					

					
							
							TPM

						
							
							Tonelaje de peso muerto 

						
							
					

					
							
							TS

						
							
							Tribunal Supremo

						
							
					

					
							
							TSJ

						
							
							Tribunal Superior de Justicia (+ código de provincia) 

						
							
					

					
							
							UBS

						
							
							Union de Banques Suisses (Banco suizo especializado en gestión de grandes patrimonios [banca privada])

						
							
					

					
							
							UDEF

						
							
							Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal (España)

						
							
					

					
							
							UE

						
							
							Unión Europea 

						
							
					

					
							
							UHNWI

						
							
							Ultra High Net Worth Individuals (individuos con un patrimonio neto superior a los 50 millones de dólares)

						
							
					

					
							
							UNOCCD

						
							
							United Nations Office for Drug Control and Crimen Prevention (Oficina de Naciones Unidas contra las Drogas y la prevención del Delito, con sede en Viena)

						
							
					

					
							
							UPT

						
							
							Uso de precios de transferencia 

						
							
					

					
							
							VA

						
							
							Valor añadido

						
							
					

				
			

		


		
			ÍNDICE DE GRÁFICOS Y TABLAS



			INTRODUCCIÓN: CONDUCTAS, DELITOS Y BENEFICIOS ECONÓMICOS


			
				
					
					
				
				
					
							
							Tabla 1


						
							
							Delitos y delincuentes económicos

						
					

					
							
							Tabla 2


						
							
							Recursos y profesionalidad de las tramas por delitos precedentes

						
					

					
							
							Tabla 2b


						
							
							Profesiones sensibles en las tramas de blanqueo

						
					

					
							
							
					

				
			

			PRIMERA PARTE: LA GENERACIÓN DE ACTIVOS ILÍCITOS


			
				
					
					
				
				
					
							
							Tabla 3


						
							
							Desviación de subvenciones estimada en los tres niveles de la administración

						
					

					
							
							Tabla 4


						
							
							Malversación de caudales estimada en los tres niveles de la administración

						
					

					
							
							Tabla 5


						
							
							Valor de las dádivas pagadas anualmente en España

						
					

					
							
							Tabla 6


						
							
							Cadena de valor del tráfico de cocaína y heroína (Estados Unidos y Reino Unido)

						
					

					
							
							Tabla 7


						
							
							Cadena de valor del narcotráfico en España 

						
					

					
							
							Tabla 8


						
							
							La renta ilícita anual en España (2000-2015)

						
					

					
							
							Tabla 9


						
							
							Penas de cárcel y período de prescripción de delitos con fines lucrativos

						
					

					
							
							Tabla 10


						
							
							Destino de los activos ilícitos por delito precedente

						
					

					
							
							Tabla 11


						
							
							Efectivo y activos ilícitos por delitos precedentes

						
					

					
							
							Tabla 12


						
							
							Ingresos y gastos de distribuidores minoristas de la zona de Washington (Estados Unidos)

						
					

					
							
							Tabla 13


						
							
							Intervención de armas de fuego en casos de narcotráfico

						
					

					
							
							
					

				
			

			SEGUNDA PARTE: LA CIRCULACIÓN DE ACTIVOS ILÍCITOS


			
				
					
					
				
				
					
							
							Tabla 14


						
							
							Residencia aparente de los narcotraficantes mayoristas

						
					

					
							
							Tabla 15


						
							
							Activos ilícitos transformados en consumo de productos fungibles

						
					

					
							
							Gráfico 1

						
							
							Valor oficial de las altas denominaciones en circulación (1985-2017)

						
					

					
							
							Gráfico 2

						
							
							Construcción, transacciones inmobiliarias y altas denominaciones (1987-2013)

						
					

					
							
							Tabla 16


						
							
							Perfil, poder social y profesionalidad de los imputados por blanqueo

						
					

					
							
							Tabla 17


						
							
							Activos financieros adquiridos con dinero ilegal por grupo de delitos

						
					

					
							
							Tabla 18


						
							
							Entidades financieras utilizadas en operaciones de blanqueo (resumen)

						
					

					
							
							Tabla 19


						
							
							Entidades financieras utilizadas en operaciones de blanqueo (tabla detallada)

						
					

					
							
							Tabla 20


						
							
							Formas jurídicas y grado de actividad de sociedades envueltas en casos de blanqueo

						
					

					
							
							Tabla 21


						
							
							Sector de actividad de las empresas incriminadas por blanqueo

						
					

					
							
							Tabla 22


						
							
							Empresas-mezcladoras analizadas 

						
					

					
							
							Tabla 23


						
							
							Inversiones delictivas con dinero ilegal por delito precedente

						
					

					
							
							Tabla 24


						
							
							Autoblanqueo y mercado de servicios de blanqueo

						
					

					
							
							Tabla 25


						
							
							Los costes del blanqueo (tabla detallada)

						
					

					
							
							Tabla 26


						
							
							Los mercados del blanqueo (resumen de la tabla 25)

						
					

					
							
							Tabla 27


						
							
							Organización de las tramas de blanqueo

						
					

					
							
							Tabla 28


						
							
							Vínculos entre los imputados por blanqueo

						
					

					
							
							Tabla 29


						
							
							Las localidades, provincias y CCAA con más ilícitos por habitante

						
					

					
							
							Tabla 30


						
							
							Distribución provincial de activos ilícitos y de clientes españoles del despacho Mossfon

						
					

					
							
							Tabla 31


						
							
							Los recorridos de los activos ilícitos




						
					

				
			

BIBLIOGRAFÍA DE ESTAS TABLAS




PERSONAS CONSULTADAS Y ENTREVISTADAS

		


		
			ÍNDICE DE COMENTARIOS, CÁLCULOS, EJEMPLOS Y FUENTES


			INTRODUCCIÓN: LOS DELITOS CON FINALIDAD LUCRATIVA


			
				
					
					
				
				
					
							
							1

						
							
							Clasificación de los delitos con finalidad lucrativa


						
					

					
							
							2

						
							
							Los recursos delictivos


						
					

					
							
							3

						
							
							¿Por qué delinquen los que tienen más y los que tienen menos?


						
					

					
							
							4

						
							
							Los consensos discursivos sobre la peligrosidad de los delitos de cuello azul


						
					

					
							
							5

						
							
							Reticencias a la criminalización del cuello blanco


						
					

				
			

			 

			PRIMERA PARTE: LA GENERACIÓN DE ACTIVOS ILÍCITOS


			
				
					
					
				
				
					
							
							6

						
							
							Cálculo de los ilícitos generados con delitos fiscales


						
					

					
							
							7

						
							
							Algunas hechos probados por grandes delitos fiscales


						
					

					
							
							8

						
							
							El uso de modelos en el estudio de la corrupción


						
					

					
							
							9

						
							
							El caso de los ERE de desvío de subvenciones


						
					

					
							
							10

						
							
							Los estudios pioneros del Instituto Andaluz Interuniversitario de Criminología (IAIC)


						
					

					
							
							11

						
							
							Esquemas especulativos en el sector financiero e inmobiliario


						
					

					
							
							12

						
							
							Antecedentes franquistas de la corrupción urbanística


						
					

					
							
							13

						
							
							Algunas sentencias por corrupción urbanística


						
					

					
							
							14

						
							
							Beneficiarios de las operaciones de corrupción urbanística


						
					

					
							
							15

						
							
							Cálculo del valor de las subvenciones defraudadas


						
					

					
							
							16

						
							
							Cálculo del valor de los caudales públicos malversados


						
					

					
							
							17

						
							
							Un primer rastreo económico de los delitos urbanísticos


						
					

					
							
							18

						
							
							Objetivos perseguidos por los pagadores de cohechos


						
					

					
							
							19

						
							
							El valor de los cohechos pagados en España


						
					

					
							
							20

						
							
							Las causas de la corrupción en España un esbozo


						
					

					
							
							21

						
							
							Cinco tipos de estafas


						
					

					
							
							22

						
							
							El valor económico de las estafas


						
					

					
							
							23

						
							
							Cadena internacional del tráfico de cocaína y heroína (Estados Unidos y Reino Unido)


						
					

					
							
							24

						
							
							La economía del narcotráfico en España


						
					

					
							
							25

						
							
							¿Cuántos pequeños distribuidores actúan en España?


						
					

					
							
							26

						
							
							Re-exportaciones de drogas a terceros países


						
					

					
							
							27

						
							
							Cadena de valor del contrabando de productos del tabaco (PPT)


						
					

					
							
							28

						
							
							Salud, impuestos y valor del contrabando de PPT


						
					

					
							
							29

						
							
							Personas prostituidas en España y parte sometida a explotación sexual


						
					

					
							
							30

						
							
							Costes, gastos y beneficios en la cadena de valor de la explotación sexual de mujeres


						
					

					
							
							31

						
							
							El valor de los mercados españoles no autorizados de armas


						
					

					
							
							32

						
							
							La organización terrorista ETA y su financiación


						
					

					
							
							33

						
							
							Los rendimientos económicos de la extorsión de ETA


						
					

				
			

			 

			SEGUNDA PARTE: LA CIRCULACIÓN NACIONAL DE ACTIVOS ILÍCITOS


			
				
					
					
				
				
					
							
							34

						
							
							Efecto descontaminador de las amnistías fiscales


						
					

					
							
							35

						
							
							El blanqueo como delito autónomo jurisprudencia en contra y a favor


						
					

					
							
							36

						
							
							Ingresos y gastos de los distribuidores minoristas de drogas


						
					

					
							
							37

						
							
							El control de los mercados mayoristas de drogas en España


						
					

					
							
							38

						
							
							Flujos económicos de otros delitos de cuello azul


						
					

					
							
							39

						
							
							Construcción, transacciones inmobiliarias y altas denominaciones


						
					

					
							
							40

						
							
							El caso Emperador de compraventa de efectivo (AN 16/2018)


						
					

					
							
							41

						
							
							La circulación de los grandes billetes en España una visión de conjunto


						
					

					
							
							42

						
							
							Efectivo, grandes billetes y delitos de cuello blanco


						
					

					
							
							43

						
							
							Narcotráfico y mercados financieros


						
					

					
							
							44

						
							
							Cultura financiera de los delincuentes económicos


						
					

					
							
							45

						
							
							Colaboración de los bancos con la investigación académica del blanqueo


						
					

					
							
							46

						
							
							Uso de cajas y bancos por delincuentes económicos


						
					

					
							
							47

						
							
							Blanqueo e instituciones financieras algunos ejemplos


						
					

					
							
							48

						
							
							Bancos y cajas preferidos por los delincuentes españoles


						
					

					
							
							49

						
							
							Blanqueo y situación financiera de bancos y cajas


						
					

					
							
							50

						
							
							Grado de actividad real de las empresas incriminadas


						
					

					
							
							51

						
							
							Sectores de actividad de las empresas incriminadas por blanqueo


						
					

					
							
							52

						
							
							Cinco tipos de sociedades relacionadas con el blanqueo algunos ejemplos


						
					

					
							
							53

						
							
							Análisis contable de empresas-mezcladoras vinculadas al narcotráfico


						
					

					
							
							54

						
							
							Inversiones delictivas con ilícitos por delitos precedentes


						
					

					
							
							55

						
							
							Sentencias por blanqueo de la AP de Cádiz


						
					

					
							
							56

						
							
							Financiación de partidos políticos con dinero ilícito


						
					

					
							
							57

						
							
							Las FARC apoyo político y estrategia de financiación


						
					

					
							
							58

						
							
							Financiación de los grupos islamistas en el mundo


						
					

					
							
							59

						
							
							Activos desviados hacia el entorno político de ETA


						
					

					
							
							60

						
							
							Financiación de grupos yihadistas activos en España


						
					

					
							
							61

						
							
							Cantidades blanqueadas en el mercado


						
					

					
							
							62

						
							
							Los costes del blanqueo


						
					

					
							
							63

						
							
							Definición legal de una organización criminal


						
					

					
							
							64

						
							
							Duración y participantes en las tramas españolas de blanqueo


						
					

					
							
							65

						
							
							Lazos adscriptos y no adscriptivos entre imputados por blanqueo


						
					

					
							
							66

						
							
							El sistema planetario de las grandes tramas de blanqueo


						
					

					
							
							67

						
							
							La cascada de subcontrataciones para mover el efectivo del narcotráfico


						
					

					
							
							68

						
							
							Las ciudades, provincias y CCAA más criminosas del país (tabla 29)


						
					

					
							
							69

						
							
							Ejemplos de circulación de activos de cuello azul en el espacio geográfico español


						
					

				
			

			FUENTES


			
				
					
					
				
				
					
							
							70

						
							
							Fuentes primarias utilizadas


						
					

					
							
							71

						
							
							Fuentes secundarias utilizadas


						
					

				
			

BIBLIOGRAFIA  DE ESTOS COMENTARIOS


		


		
			INTRODUCCIÓN

CONDUCTAS, DELITOS 
Y BENEFICIOS ECONÓMICOS

		


		
			1. LOS DELITOS CON FINALIDAD LUCRATIVA

			Un crimen no es un meteorito que cae sobre la tierra. No es una conducta cualquiera, como un paseo en barca. Se trata de una acción social considerada particularmente dañina, razón por la que es incorporada al CP asociándola a una sanción importante. Al hacerlo, los legisladores intentan influir en los comportamientos de los ciudadanos, y la criminalización no es sino una especie de «etiquetado» selectivo de conductas (Howard Becker). Evidentemente, el bien y el mal no son realidades absolutas. El etiquetado no lo dictan la naturaleza o el cielo, sino las convenciones, los acuerdos y los proyectos políticos y sociales. Entonces, ¿quién pone las etiquetas y en función de qué criterios? ¿Quién define exactamente los daños que pueden causar determinadas conductas como para que parezca razonable etiquetarlas? ¿Qué es lo que se quiere preservar tipificándolas como «delitos»? «El derecho penal representa el sistema de bienes y servicios que deben protegerse a ultranza contra quienes se marginan de la convivencia activa o quedan marginados por los resquicios injustos que presenta una estructura social» (Federico Carlos Sainz de Robles). ¿Pero quiénes están exactamente detrás de ese «se» impersonal que pone las etiquetas? Sin duda, aquella parte de la sociedad política o normativamente hegemónica que consigue convencer —a veces imponer— al resto de que su propuesta sobre lo que debe protegerse con leyes penales es la más próxima al interés general. El derecho a la vida, la salud de las personas, la Hacienda pública, el patrimonio histórico-natural o el buen funcionamiento de la Administración y del mercado son algunas de las cosas susceptibles de ser protegidas con esta clase de leyes.

			Conductas y delitos son, por tanto, cosas muy distintas, y aunque no todas las conductas son crímenes, todos los crímenes son necesariamente conductas. Aquellas son realidades, acciones empíricamente observables, mientras que los segundos expresan la valoración que una sociedad hace de dichas acciones en un contexto determinado. Sin embargo, con mucha facilidad conductas y delitos son confundidos y muchas veces hay una intención política deliberada que induce a dicha confusión, pues la tentación de tratar la valoración moral de una conducta como algo objetivo, neutro y natural es muy grande. Hacerlo permite obviar el siempre espinoso problema del poder, el hecho de que determinados grupos sociales tienen más capacidad de imponer un determinado criterio normativo —poner determinadas «etiquetas»— que otros. Tratar un delito de tal forma que parezca tan objetivo como una conducta, como la caída de un meteorito o como el paseo por un parque, expresa y a su vez genera poder, capacidad de decisión sobre una parte importante de la vida social, y el proceso de etiquetado es un reflejo de las relaciones de poder. Pero las sociedades tienen que esforzarse, a pesar de todo, en separar conductas y delitos, pues solo si consiguen discernir entre realidad objetiva y discurso normativo, entre enemigos reales y enemigos imaginarios, entre lo que es y lo que unos y otros consideran que debería ser, podrán acceder a una visión real y certera de sí mismas. 

			Todo esto tiene más validez, si cabe, cuando se abordan los delitos con finalidad lucrativa, que son los que vamos a explorar aquí, seguramente porque los fenómenos económicos siempre ocupan un lugar privilegiado en cualquier espacio social. Pueden generar beneficios importantes para el delincuente, pero no siempre es fácil saber quiénes son sus perjudicados. Muchas veces los afectados no son personas individuales que puedan denunciar los hechos, sino bienes jurídicos abstractos y generales. ¿Qué repercusión tiene sobre la vida de una persona un delito cometido contra la Hacienda pública como para que decida denunciarlo? ¿Qué categoría normativa le debemos atribuir exactamente a la Hacienda pública como para poder incriminar las conductas que atentan contra ella? La pregunta admite muchas respuestas en función del valor que se otorgue a cuestiones tales como la solidaridad, la justicia social o el interés general. 

			La valoración cambiante de muchas conductas con finalidad lucrativa se refleja en penas y períodos de prescripción desiguales1. En España, la corrupción urbanística —los llamados «delitos contra la ordenación del territorio»— se criminaliza menos que otras conductas corruptas como la malversación de caudales públicos o el narcotráfico, probablemente debido al modo que ha tenido la sociedad española en las últimas décadas de relacionarse con su propio patrimonio inmobiliario, histórico-artístico y paisajístico2. En Estados Unidos, con una historia política fuertemente marcada por el liberalismo económico, las conductas económicas más denostadas son las que atentan contra el funcionamiento del mercado. Sin embargo, en Suecia, un país con un Estado de bienestar que durante décadas ha conseguido reafirmarse frente a las fuerzas del mercado y que goza de un alto grado de legitimidad, los delitos contra la Hacienda pública están más estigmatizados y son castigados más duramente3. El grado de criminalización de este grupo de conductas resulta ser, así, un fino indicador de realidades sociopolíticas y culturales que influyen directamente en los sistemas penales4. 

			Clasificación de los delitos con finalidad lucrativa

			Las conductas generadoras de ingresos ilícitos no están agrupadas en una sola categoría, y el término «delitos económicos» utilizado en el ámbito jurídico-penal no es el único ni necesariamente el mejor para describirlas. Tal como están definidos hoy en España incluyen aquellos delitos que atentan contra el llamado «orden económico», contra aquello que el legislador entiende como el funcionamiento de la producción, de la distribución y del consumo de bienes y servicios5. Esta visión deja fuera muchas conductas de gran relevancia económica, tales como la corrupción y no pocos delitos de cuello azul como el narcotráfico, pues parece que el legislador considera que no atentan de la misma forma contra el orden económico6. En general, los códigos penales organizan las conductas delictivas siguiendo una terminología y una lógica jurídico-normativa que no siempre coincide con la lógica económico-delictiva, que es la que aquí nos interesa7.

			Vamos a explorar aquellas conductas que, tipificadas en cualesquiera de los títulos del Código Penal español, generan beneficios económicos para los delincuentes8. Las vamos a llamar «delitos con finalidad económica» o «lucrativa» —en inglés, profit-driven crimes o también crimes for gain—. Este término pone el acento en el objetivo económico de los delincuentes, sin que el lucro tenga que ser siempre y necesariamente su única finalidad. En realidad, su objetivo no es la generación de ingresos económicos sin más, sino de beneficios, de rendimientos netos generados una vez descontadas las inversiones delictivas, que incluyen no solo cantidades económicas sino también la creación de redes sociales y políticas, por ejemplo.

			Ponemos el término «beneficios» o «rendimientos» entre comillas porque la economía ilícita no es una copia en negro de su contraparte lícita; no funciona siguiendo la misma lógica. En contra de lo que sugiere la llamada «teoría económica del delito», las motivaciones y los procedimientos de cálculo económico utilizados en el mundo clandestino difieren considerablemente de los de la economía legal9, porque mientras en esta última domina la racionalidad económica, en el mundo de lo ilícito reina la racionalidad delictiva como monarca absoluta, es decir, el intento de evitar la interceptación, sea cual sea el coste económico que esto conlleve, una racionalidad a la que siempre queda subordinada la lógica económica y que, por su parte, está expuesta a un sinfín de influencias institucionales, culturales y normativas. Es verdad que los «gastos» y los «beneficios», por ejemplo, también tienen presencia en este grupo de conductas, pero la clandestinidad, la opacidad en las formas de cálculo y el modo de recuperación de las inversiones transforma dichas categorías contables hasta hacerlas a veces irreconocibles. 

			Además, el objetivo de cosechar un beneficio o un lucro económico no tiene por qué ser siempre el único, ni siquiera el más importante. Las teorías económicas basadas en un utilitarismo vulgar sostienen lo contrario, y muchas veces se pierden en la elaboración de modelos matemáticos que no acaban diciendo nada. Algunos delincuentes no pretenden lucrarse personalmente con esta clase de conductas, sino financiando organizaciones políticas o grupos terroristas, ayudando a familias necesitadas o atenuando situaciones socialmente críticas, como sucede con las subvenciones desviadas que no acaban en los bolsillos de alcaldes de localidades con mucho desempleo, sino en los de las familias desempleadas que no pueden justificar peonadas suficientes para percibirlas10. Es verdad: siempre interviene de alguna manera la riqueza, pero los objetivos de las conductas económicas ilícitas pueden llegar a ser tan variados y complejos que es preferible no poner su explicación en manos de la lógica económica, tal y como la conocemos, del mundo de la legalidad. 

			Los delitos con finalidad lucrativa se comprenden mucho mejor si se clasifican no en función de una lógica jurídica, sino en función de una lógica económico-social. Esto obliga a puntualizar algunos términos para poder comprender la particularidad de cada uno de ellos y para poder dimensionarlos económicamente con un mínimo de realismo. El stock es el valor de toda la riqueza, mueble e inmueble, acumulada a lo largo de los años precedentes, y su parte ilícita es aquella generada con conductas ilícitas. Se va sumando año tras año, aunque también va menguando con su consumo, su destrucción y su amortización económica. Pero la «renta ilícita» —o también los «ingresos económicos ilícitos»— representa el flujo de riqueza ilícita nueva generada a lo largo de un año en curso, un flujo que se va sumando al stock neto creado en años anteriores. El PIB ilícito anual de un país equivale entonces a la suma de todos los flujos económicos generados con conductas ilícitas durante un año determinado, flujos que se suman al stock neto de activos ilícitos acumulados en años anteriores11. 

			A petición de las autoridades judiciales canadienses, el criminólogo Thomas Naylor ha hecho un intento de clasificar los delitos con finalidad lucrativa en función de su efecto sobre el PIB, sobre el stock de riqueza de un país y sobre otros aspectos relevantes12. Se pueden agrupar en tres categorías: 1) los delitos predatorios —predatory crimes—; 2) los delitos basados en transacciones mercantiles —market-based crimes—; y 3) los delitos comerciales —commercial crimes— (véase la vertical de la tabla 1, así como su explicación detallada en el comentario 1). Esta taxonomía no siempre es excluyente, pues hay delitos clasificables en dos grupos a la vez, aunque permite dar pasos importantes en el esclarecimiento de estas conductas y de sus efectos económicos agregados. La propuesta de Naylor demuestra, entre otras cosas, que no se puede afirmar de forma genérica que las conductas con fines de lucro frenen el crecimiento económico por el simple hecho de ser ilegales, una afirmación ya criticada en la década de 1960 pero que últimamente vuelve a estar muy extendida13. Esta afirmación se basa en la premisa —simplista y moralizante— de que el crecimiento económico es un indicador de progreso social sin más, con lo cual todo lo que sea ilícito tendría que frenarlo necesariamente por el simple hecho de serlo. Al crecimiento económico se le atribuye así la categoría de «indicador moral» del desarrollo social: lo que lo favorece sería siempre y en todo caso bueno; lo que lo frena, como las actividades ilícitas, sería todo lo contrario.

			Las cosas no son tan simples. Aunque los delitos siempre degradan la convivencia y perjudican a una parte de la sociedad, las instituciones y la convivencia, así como su sistema político o su Hacienda pública, y aunque los perjudicados son, a veces, abstractos hasta hacerse casi invisibles —el medio ambiente, la Hacienda pública—, esto no quiere decir que la erosión o la destrucción ilícita de estos últimos en beneficio del lucro privado tenga que frenar necesariamente el crecimiento del PIB. Hay muchos casos de países en los que no se respetan las leyes o en los que estas apenas existen, pero que precisamente por ello pueden llegar a crecer muy rápido a causa, por ejemplo, de una mayor competitividad de sus empresas alimentada por una ausencia de normativas ambientales o fiscales o por el incumplimiento de las existentes. El crecimiento económico es una medida estadística moralmente ciega y no un indicador de progreso social, con lo cual no hay una, sino muchas formas distintas de crecer. Se puede crecer con un índice de criminalidad y corrupción tanto elevado como bajo, de forma ambientalmente sostenible o no; el crecimiento puede generar desi­gualdad social o todo lo contrario; puede estar asociado a una destrucción neta de la fuerza de trabajo o favorecer su reparación, ampliando, incluso, las capacidades laborales de su población activa, etc. La economía crece en todos los casos; la cuestión es durante cuánto tiempo y a qué coste a medio y largo plazo14: el crecimiento sostenible trabaja con horizontes temporales más amplios y el insostenible se resuelve en la medición del corto plazo. 

			Cuello blanco o cuello azul

			En la horizontal de la tabla 1 figura una distinción entre delitos de «cuello blanco» y de «cuello azul» que requiere de una explicación. La expresión «cuello blanco» —en España se habla también de «delitos de caballeros», «delitos de guante blanco» o «delitos de salón»— forma parte de un proceso de regeneración de la criminología que se inició hacia principios del siglo XX, y que pretendía llamar la atención sobre la dañosidad y la invisibilidad de determinadas conductas con finalidad económica llevadas a cabo por los sectores más influyentes de la sociedad. 

			El primero en hacerlo fue el criminólogo holandés Willem Bonger. En su tesis doctoral Criminalité et conditions économiques, defendida en la Universidad de Ámsterdam en 1905, demostró la necesidad de desvincular la comisión de delitos económicos de las características antropológicas y psicológicas de la población o de determinados individuos. En su lugar proponía asociar dichas conductas a la necesidad que tienen los empresarios o propietarios del capital de generar y acumular activos de manera continuada con el fin de evitar sucumbir a la competencia, una necesidad que debilitaría sus posibles actitudes altruistas y solidarias, así como una hipotética predisposición natural a respetar la legalidad. Este enfoque, que conecta con la teoría de Schumpeter del empresario innovador que rompe el equilibrio estacionario para cosechar beneficios extraordinarios, en este caso por medio de conductas ilícitas, lo llevó a establecer una distinción entre «delitos de calle» y «delitos de salón» —crimes in the streets y crimes in the suites— que todavía está en uso15. 

			Sin embargo, fue el norteamericano Edwin Sutherland el que, varias décadas después, acuñaría el término «delitos de cuello blanco» —white-­collar crimes— definiéndolos como «aquellos cometidos por personas con un elevado estatus social que desarrollan conductas delictivas en el ejercicio de su actividad laboral regular»16. La noción de «cuello blanco» no queda circunscrita aquí a determinadas personas, sino que afecta también a sus conductas y acciones, pues para Sutherland hay una relación estrecha entre ambas, porque de la misma forma que las personas solo pueden interactuar socialmente en función de su bagaje cultural, psicológico, económico, etc., los delincuentes solo pueden delinquir en función de los recursos que tienen a su disposición para hacerlo, y cuando disponen de muchos recursos pueden desarrollar operaciones delictivas más importantes y más lucrativas que cuando no disponen de ellos. Cuando dichos actores forman parte de los equipos de gestión de empresas legales, o cuando incluso son sus propietarios y accionistas, pueden acceder a los recursos de aquellas con el fin de utilizarlos para cometer delitos17. Esto quiere decir que «si se pudiera demostrar que los delitos de “cuello blanco” son frecuentes, no habría más remedio que considerar errónea la teoría según la cual el delito tiene su origen en la pobreza y en las patologías relacionadas con ella. Es más: el delito de “cuello blanco” puede ayudar a identificar aquellos factores que, siendo comunes a los delitos de los ricos y de los pobres, tienen un mayor poder explicativo para una teoría general de la conducta delictiva»18. 

			Pero Sutherland pretendía explicar además algo más sutil que todo esto, algo apenas percibido por la mayoría de los criminólogos, de la opinión pública y de las autoridades de su país: que los procedimientos empleados para definir, detectar, reprimir y también para juzgar los delitos en general —y los económicos en particular— dependen en gran medida de su percepción o de su criminalización social. Esto quiere decir que los de cuello blanco, incluidos sus autores, pueden no ser identificados como peligrosos por la sociedad y por el propio sistema penal a pesar de su gravedad y de su mayor poder delictivo, con lo cual pueden actuar impunemente sin que salten las alarmas. Una menor criminalización no se traduce solo en un régimen de sanción menor, sino también en una menor colaboración ciudadana y mediática a la hora de denunciar unas conductas y otras, por lo que las de cuello azul, al contar con una mayor desaprobación por parte de la población, tienden a ser denunciadas con más facilidad que las de cuello blanco y resultan más fáciles de reprimir.

			Los planteamientos de Sutherland han sido tildados de imprecisos y el término «cuello blanco» sin duda puede y debe ser actualizado19. Pero su obra permitió sensibilizar a la sociedad de la necesidad de no confundir conductas y delitos, sobre el fenómeno de la criminalización social y sobre la conexión entre acciones delictivas y recursos delictivos para poder hacer una evaluación realista del daño potencial que pueden ocasionar unos actores y otros e incorporarlos así al «radar criminológico» (Katja Franko) de una sociedad20. La publicación de su obra en 1949 abrió un nuevo paradigma criminológico de largo recorrido, paradigma que se reactivó con el aumento de la preocupación por la corrupción en la década de 1990 con la publicación de casos de cuello blanco de consecuencias económicas importantes, como los de ENRON y Parmalat, con la proliferación de los delitos contra la ordenación del territorio en los años del boom inmobiliario en España, pero sobre todo tras el colapso de la economía mundial en otoño de 2008 que, al menos en parte, tiene su origen en delitos comerciales ligados a las altas finanzas cometidos por algunos de sus protagonistas más influyentes21.

			Las investigaciones más recientes sobre delincuencia de cuello blanco demuestran, sin embargo, que hoy resulta problemático asociarla exclusivamente a los grupos privilegiados de la sociedad22. Desde la Segunda Guerra Mundial se ha ido configurando una nueva clase media muy importante numéricamente asociada a la administración, a la gestión empresarial y a la actividad profesional autónoma, que dispone de conocimientos técnicos especializados, unos ingresos regulares aunque no necesariamente muy elevados, pero que en la actualidad está en el centro de muchas tramas de cuello blanco. También los sistemas institucionales se apoyan hoy en miles de organizaciones político-partidarias dirigidas por cuadros vinculados al tejido productivo de las PYMES, en el mundo de los autónomos, así como en los niveles locales e intermedios de la administración antes que en los superiores. Los principales recursos de los que disponen estos grupos para cometer tal clase de delitos no son tanto —o desde luego no solo— su excepcional influencia política o unos recursos económicos particularmente elevados, sino conocimientos técnicos, jurídicos y económicos especializados que, combinados con su condición de cuadros políticos medios o de gestores de lo público, les abren muchas posibilidades para delinquir. Son, en definitiva, personas «con un sólido bagaje de clase media»23. Se trata de un segmento de las clases medias muy expuesto al mensaje meritocrático de las sociedades capitalistas contemporáneas, pero también muy numeroso; hay muchos más pequeños y medianos empresarios que miembros de consejos de administración de grandes empresas y directores generales: arquitectos, abogados, concejales y cuadros técnicos vinculados a la Administración local, autonómica y estatal, así como profesionales liberales especializados en asesoría jurídica, fiscal o financiera, pues no han parado de crecer sumando decenas de miles en las sociedades más desarrolladas. Aunque solo una parte muy pequeña de estas personas se vea envuelta en actividades delictivas, su número absoluto puede llegar a ser muy importante, y los países europeos con la mayor cifra de delitos comerciales son también aquellos en los que esta clase media profesional tiene un peso particularmente elevado en su estructura social: Reino Unido, Bélgica, Luxemburgo y Países Bajos frente a países con sociedades tradicionales más extensas como Turquía, Portugal o Grecia24. Con todo, la irrupción de esta particular clase media en el mundo del delito de cuello blanco no contradice las principales tesis de Sutherland, pues, como sucedía en las décadas de 1930 y 1940 con los estamentos más privilegiados de la sociedad, también estos grupos «constituyen (hoy) la parte más respetable de las sociedades occidentales y casi siempre se niegan a reconocer (también) la naturaleza criminal de sus actos»25.

			En el otro extremo de la actividad delictiva se encuentran los delitos «de calle» —street crimes— y finalidad económica: los robos y atracos, las extorsiones y los secuestros, las operaciones de narcotráfico, de tráfico de órganos, de tráfico de mujeres con fines de explotación sexual, etc. Son cometidos preferentemente por personas con un nivel socioeconómico más bajo, tienen un mayor componente de violencia o de amenaza de ejercerla, su victimología es más fácil de identificar aunque sus protagonistas tienen un acceso más restringido a toda clase de recursos dada su menor extracción social, su mayor inestabilidad laboral, su menor nivel educativo y cultural o su escaso peso político y mediático. Todo esto los obliga a conformarse con explorar conductas delictivas que, por lo general, resultan menos lucrativas. El término «cuello azul», utilizado para describirlas, es una simple anteposición, también metafórica, al de «cuello blanco». Ambos están asociados a una forma prototípica de vestir: los de cuello blanco, activos en los espacios terciarios, usarían camisa blanca y corbata, mientras que los de cuello azul usarían mono azul, el símbolo de la industria y del trabajo manual del siglo XX. Lo que diferencia a ambos grupos de delitos es algo parecido a lo que separa a unas clases y grupos sociales de otras: desde los escenarios espaciales y sociales en los que viven y trabajan —suites frente a streets crimes— hasta los recursos de los que disponen sus actores. 

			Vamos a utilizar los términos «cuello blanco» y «cuello azul» para orientarnos en el océano de los delitos con finalidad lucrativa. Sus aguas no fluyen de forma completamente separada de las del resto de la economía, sino que se entremezclan continuamente las unas con las otras. Reflejan el conjunto de la vida y la cultura del país, los modos de producir y de consumir de sus habitantes, los objetivos con los que sueñan cuando no pueden alcanzarlos por vías legales, su escala de valores en cada momento, sus propias contradicciones y ambigüedades morales, la forma que tienen de relacionarse las personas entre sí, etc. Como sucede en el conjunto de la vida social, el hecho de que los delincuentes de cuello blanco y azul procedan de universos sociales distintos y se muevan en ambientes delictivos diferenciados no excluye la posibilidad de que incursionen en los campos contrarios. Tanto unos como otros pueden percibir un cohecho, y algunos delitos como el contrabando de PPT tienen un pie puesto en los despachos, donde se diseñan las operaciones de compra y transporte de grandes cantidades de cigarrillos, y otro en la calle, donde se distribuyen dichos cargamentos entre sus compradores finales. El desarrollo tecnológico tiende a aproximar cada vez más los espacios terciarios a los «de calle», lo cual difumina en parte la distinción entre cuello blanco y cuello azul. 

			Con todo, los objetivos que persiguen unos pagadores y otros de cohechos, así como el valor de las dádivas o las formas de pago empleadas, son distintos dependiendo del color del delito. En el primer caso, el pagador lo hará para desviar caudales públicos hacia bolsillos privados o para desproteger ilegalmente un solar de uso público. En el segundo lo hará para evitar que un agente de policía se persone en un punto de desembarco y un día determinado: todo es corrupción, pero cada una tiene un «color», su propio ADN humano, social e incluso geográfico (véase la tabla 5). Algo parecido sucede con el blanqueo de capitales, que también tiene cabida en ambos espacios delictivos sin que por ello caigan las barreras sociales que los separan. Cuando el dinero ilícito a blanquear procede de conductas de cuello blanco, una parte importante del blanqueo tenderá a diseñarse y ejecutarse en despachos de asesores fiscales y gestores de patrimonio, en las oficinas de las sociedades mercantiles, en las sedes de los partidos políticos o en las dependencias de los ayuntamientos y de los gobiernos regionales y estatales. Sin duda, también hay grandes narcotraficantes que demandan servicios de gestión de patrimonio, así como empresarios implicados en casos de narcotráfico, aunque son muchos menos (véanse las tablas 2b y 16). Pero las principales actividades de blanqueo de capitales relacionadas con el narcotráfico no se producen en los despachos: tienen que ver con la recaudación, con el cambio y el transporte de efectivo, con la transferencia de activos a través de las casas de cambio de moneda y con la integración de efectivo en cuentas corrientes (véase la tabla 11)26. Para el blanqueo de cuello blanco hacen falta conocimientos de contabilidad y de derecho fiscal; para el de cuello azul hay que saber organizar equipos y dirigir redes de transportistas de efectivo, conocer el funcionamiento de determinados aeropuertos o saber acercarse a los funcionarios más permeables al cobro de cohechos. Aunque ninguno de estos conocimientos se adquiere en poco tiempo, los escenarios sociales en los que se aprende a delinquir son muy distintos. 

			Los recursos delictivos

			Como regla general, se puede decir que cuanto más baja sea la tolerancia frente al delito y más eficaces los esfuerzos del Estado y de la opinión pública por combatirlo, más recursos tendrán que movilizar los delincuentes para cometerlas: tendrán que pagar cohechos más elevados, utilizar procedimientos más sofisticados, disponer de más redes sociales, etc. Cuando los delitos contra la ordenación del territorio eran poco criminalizados en España, incluso actores poco conocedores de la administración municipal y con pocos recursos culturales pudieron poner en marcha operaciones de malversación y de corrupción urbanística multimillonarias sin arriesgarse demasiado. A partir de 2008 el disco empezó a moverse en dirección contraria: se crearon más fiscalías anticorrupción, los medios de comunicación empezaron a denunciar situaciones y aumentó la criminalización social de estas conductas, con lo cual, solo aquellos con más y mejores recursos pudieron mantenerse durante más tiempo en los escenarios del delito. En el comentario 2 explicamos qué entendemos exactamente por «recursos delictivos», un término central para comprender las dinámicas de la delincuencia económica y que conforma el esqueleto de nuestro análisis. 

			Algunos recursos susceptibles de ser utilizados para cometer delitos —por ejemplo, las redes sociales— forman parte del patrimonio personal y familiar de cada uno. Otros pueden adquirirse en el mercado —por ejemplo, servicios de asesoramiento contable destinados a cometer delitos contra la Hacienda pública— y otros tantos pueden formar parte del acervo —tangible e intangible— depositado en las organizaciones legales o ilegales de las que forman parte los delincuentes: empresas, corporaciones locales, partidos políticos, etc. En estos casos se puede hablar de «crimen organizacional»27 para diferenciarlo del «crimen organizado», un vocablo problemático debido a su fuerte sesgo hacia el mundo del cuello azul que abordaremos al final28. Todos estos recursos son aditivos, es decir, es posible sumar los de tipo económico, los políticos o aquellos simbólicos susceptibles de ser utilizados con fines ilícitos, lo cual permite elevar la escala del delito y la renta ilícita acumulada29. Un alcalde elegido democráticamente, por ejemplo, es el depositario de una cantidad considerable de recursos políticos. Pero si, además, dispone de recursos económicos suficientes puede adquirir medios de comunicación —o financiar nuevas campañas electorales— y destinarlos a reducir la criminalización social de sus actividades de malversación o invertirlos en obras benéficas. Un falsificador de billetes con conocimientos muy especializados en sistemas modernos de impresión solo puede llegar a contratar a un buen diseñador profesional y a un especialista en papel de alta calidad si puede pagarles cantidades elevadas de dinero, pero elevará aún más los recursos delictivos disponibles si además dispone de contactos personales —por ejemplo, familiares— con empleados de la Fábrica de Moneda y Timbre y si además dispone de información privilegiada sobre sus sistemas de seguridad. Cuanto más rico y denso sea el mix de recursos acumulados por los miembros de una trama delictiva, más elevado será su potencial delictivo y, normalmente, más elevados asimismo los rendimientos económicos cosechados.

			Así se desprende claramente de la tabla 2, que recoge el conjunto de recursos acumulados por los 1.496 investigados en 414 juicios y autos por blanqueo de capitales fallados en España entre 1995 y 2017. Se aprecia que hay una correlación muy clara entre los dos grandes grupos de delincuentes —cuello blanco o azul—, los medios que tienen a su disposición las tramas agrupadas en ambos colores y el volumen de ilícitos que unos y otros consiguen generar. Por término medio, los delincuentes de cuello blanco disponen de recursos equivalentes a 6 puntos sobre 8, lo cual les permite generar activos por un valor medio de 20,8 millones de euros por trama. Los de cuello azul, sin embargo, apenas llegan a 3,2 puntos por trama, con los que consiguen generar no más de 3,3 millones de euros de activos ilícitos por término medio. 

			Las tramas con más recursos también incluyen un mayor número de profesionales sensibles al blanqueo, tales como empresarios y gestores de empresas, asesores contables y financieros, alcaldes y concejales, arquitectos y aparejadores o profesionales del sector inmobiliario —«índice de profesionalidad»—. Las de cuello blanco tienen un índice de profesionalidad de casi 7 puntos sobre un máximo de 8 frente a las de cuello azul, que solo llegan a 4,8. Las profesiones sensibles más frecuentes (véase la tabla 2b) son los empresarios y gestores de compañías legales, así como los asesores fiscales y gestores de patrimonio. Pero mientras los primeros aparecen en el 53 % y el 67 % de los casos de cuello banco, solo lo hacen en el 11 % y el 15 % de los de cuello azul, respectivamente, seguidos de los miembros de partidos políticos, de los profesionales del sector inmobiliario y de los alcaldes y concejales. 

			¿Qué lleva a todas estas personas a delinquir, a intentar mejorar su situación patrimonial traspasando el límite de la legalidad? La respuesta es más compleja de lo que parece, y el argumento económico puede llegar a ser reduccionista si no se maneja con cuidado o —aún peor— si se parte de una noción vulgar de lo económico. Sin duda, hay una relación entre economía y delito, pero, como muchas otras cosas que tienen que ver con la economía, esta relación no es lineal ni unívoca. La pobreza no conduce automáticamente al incremento de los delitos con fines lucrativos, ni la posesión de mucha riqueza desincentiva necesariamente las conductas encaminadas a acumular más patrimonio. A pesar de que en casi todas las sociedades las mujeres disponen de menos recursos, cometen muchos menos delitos en general —y con ánimo de lucro en particular— que los hombres, y muchas sociedades pobres dominadas por la escasez no son los sitios en los que hoy se cometen más delitos de este tipo en el mundo30. La respuesta a estas preguntas es compleja y sigue siendo intensamente debatida entre los criminólogos: el lector puede explorar algunas explicaciones en el comentario 3.

			
			
				
					1 En la tabla 7 figuran las penas de cárcel y los períodos de prescripción de los delitos con finalidad económica más importantes en España. 

				

				
					2 Véase capítulo 2.

				

				
					3 Korsell (2015: 93).

				

				
					4 Por ejemplo Babero Santos (1985) y Lacey y Zedner (2012).

				

				
					5 Boix Reig dir. (2017: 296).

				

				
					6 Boix Reig dir. (2017: 296). El término «criminalidad socioeconómica», que se utilizaba en los años 1970, así como en los primeros años de la nueva andadura democrática de España (Barbero Santos ed. 1985) pone el acento acertadamente en la dimensión social de estas conductas y sigue
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